Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“- Exposición escrita del señor Senador Lapaz donde expone su preocupación por el futuro 
de la Caja Bancaria. 


- PIT-CNT y CONASIP solicitan audiencia con el fin de dialogar para encontrar caminos que 
contribuyan a dignificar el trabajo del policía. 


- Ex funcionarios excedentarios de AFE de los departamentos de Salto y Canelones. Nota de 
Presidencia del Senado adjuntando la solicitud de dichos ex funcionarios, relacionada con su 
adecuación presupuestal”. 


- La Comisión pasa a considerar el primer punto del orden del día, relativo al establecimiento 
de normas para la negociación colectiva en el sector público. Todos los señores Senadores disponen 
de un comparativo actualizado con los artículos votados y con las propuestas de la señora Senadora 
Dalmás. 


Solicito a la Secretaría nos informe acerca de cuáles son los artículos que se han aprobado. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se ha aprobado hasta el artículo 8*, inclusive. 


SEÑORA DALMÁS.- La Comisión tuvo la deferencia de reconsiderar algunos artículos para que se 
pudieran hacer algunas propuestas alternativas que luego fueron consideradas y votadas. Lo mismo 
ocurre con el artículo 7*, que está dentro de los votados, en el que yo propongo un inciso aditivo que 
pido se considere. Por lo tanto, solicito que se reconsidere el artículo 7% y se trate también mi 
propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la reconsideración del artículo 
72. 


(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 7*. 


SEÑORA DALMÁS.- El artículo 7%, cuyo “nomen iuris” es “Derecho de Información” tiene un texto que 
desde mi punto de vista se puede desarrollar un poco más en base a una propuesta que realizó la 
delegación del PIT-CNT, que no tomé en su integridad porque algunos ítems no los consideré de 
recibo. El inciso propuesto desarrolla un poco más las materias en las cuales es importante que las 
autoridades brinden la información para que esté disponible, sobre todo por lo que nos atañe hoy, que 
es la negociación colectiva. La sugerencia que hago dice así: “En particular el Estado, a solicitud de las 
organizaciones representativas de los trabajadores del sector público, deberá suministrar a las mismas 
toda la información disponible referente a: 


a) la situación económica y social de los organismos y unidades ejecutoras. 
b) los planes estratégicos, los cambios tecnológicos y reestructuras a realizar. 


c) los planes de formación y capacitación para los trabajadores. 


d) posibles cambios en las condiciones de trabajo, seguridad, salud e higiene laboral". 


¿Por qué desarrollar estos aspectos? Porque, repito, la negociación colectiva a nivel de los 
privados tiene muchísimos años, y estos aspectos están incluidos en los convenios en forma casi 
natural. La negociación en la Administración Central, sobre todo, y en los organismos públicos, no es 
tan antigua y esto es casi un indicador de las cosas sobre las cuales normalmente se requiere 
información para poder opinar. 


Con la expresión “La situación económica y social de los organismos y unidades ejecutoras”, 
podemos referirnos a múltiples cosas, desde situaciones de reiteración de enfermedades que podrían 
indicar que hay una situación social determinada, la existencia de muchos suicidios -tal como 
informaba recién la Policía- un número importante de personas que adolecen de determinados 
problemas o, simplemente, cuántas mujeres menores de 50 años hay. Estos son datos que tiene la 
oficina de personal. Incluso, más de una vez en ANTEL nos pasó que, si bien los temas estaban 
registrados, no se habían procesado porque a nadie le había interesado sistematizar determinado dato. 
Entonces, cuando se solicitaba, la oficina de personal o la que correspondiera, hacía el estudio y 
brindaba el dato. 


En cuanto a incluir la expresión “Los planes estratégicos, los cambios tecnológicos y 
reestructuras a realizar”, la razón está -como se dice vulgarmente- en la tapa del libro, porque si hay 
algo que atañe a la posibilidad de acción de un sindicato, es de esas cosas sobre las que también 
tengo vasta experiencia. Muchas veces los planes estratégicos, por ejemplo la inversión en centrales 
digitales, a la larga implican cambios tecnológicos y reestructuras de gran envergadura, y cuando se 
hacen paritariamente con el gremio, en forma bipartita -en este caso hasta podría ser tripartita- es 
mucho menos traumático y el sindicato lo va llevando adelante en forma muy civilizada, incluso con 
delegados en cada una de las Comisiones. Este es un elemento fundamental, porque estas cosas 
afectan a los trabajadores de una forma especial; si se prevén muchas de esas situaciones, se pueden 
disminuir o moderar sus efectos. Esto se debe realizar conjuntamente con los planes de formación y 
capacitación, que muchas veces prevén cómo va a cambiar la vida de las personas, los horarios, la 
posibilidad o no de asistencia de las madres a los cursos, etcétera. 


Si bien estoy dando simples ejemplos -porque, en realidad, el tema es muy vasto- me parece 
que son cosas que en algunos organismos del Estado se han dado hace muchos años porque había 
convenios -fundamentalmente en los entes autónomos y servicios descentralizados- pero no tanto en la 
Administración Central. 


Propongo eso como una forma de desarrollar un poco más pragmáticamente lo que se quiere 
decir con “derecho de información”, como un indicador para autoridades y trabajadores que no tienen 
experiencia en el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración la propuesta alternativa de redacción para el artículo 7? que 
acaba de hacer la señora Senadora Dalmás. 


Aclaro que se trata de un aditivo, porque la primera parte del artículo queda igual. 
SEÑOR GALLINAL.- Creo que corresponde hacer algunas aclaraciones. 


En primer lugar, el literal a) debería decir: “La situación económica y social de los 
funcionarios de los organismos y unidades ejecutoras”. 


SEÑORA DALMÁS..- Es cierto, señor Senador. Muchas gracias por la aclaración. 


SEÑOR GALLINAL.- Por su parte, en el literal b), luego de “Los planes estratégicos, los cambios 
tecnológicos y reestructuras a realizar”, agregaría “en tanto el traslado de esa información no 
perjudique los intereses de la institución”. Hay que tener en cuenta que los planes estratégicos de los 
organismos -como el caso de ANTEL, por ejemplo- que cada vez más están en competencia, una vez 


conocidos por la contraparte podrían perjudicar seriamente los intereses. Creo que, por lo menos, 
deberíamos dejar ese margen y obligarlos a proporcionar esa información siempre y cuando no se vea 
perjudicado el organismo en el desarrollo de sus acciones. De lo contrario, imaginen lo que pasaría, 
aunque me parece que alguna vez ya ha sucedido. 


En definitiva, propondría que después de “reestructuras a realizar”, se agregara “en tanto el 
traslado de esa información” o quizás “en tanto el conocimiento público de esa información” -porque 
siempre va a adquirir conocimiento público- “no perjudique los intereses de la institución”. 


SEÑORA DALMÁS.- Estoy de acuerdo con el concepto y agradezco al señor Senador Gallinal, porque 
es una buena observación. Ahora bien, para no despertar susceptibilidades -lo digo razonando en voz 
alta- tal vez sería mejor -incluso para no develar intenciones para la competencia ni para nadie- decir: 
“en tanto estos puedan afectar la situación de los trabajadores” o algo similar, y no mencionar los 
intereses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, hacerlo por la positiva. 


SEÑORA DALMÁS.- Hacerlo en el sentido de la afectación de los intereses de los trabajadores. 
Reconozco que el texto no está dotado de tanta precisión, porque hay algún plan estratégico del que 
no se puede decir nada o medidas tecnológicas que tampoco se pueden advertir pero que a lo mejor 
afectan. 


SEÑOR GALLINAL..- Por ejemplo, la digitalización: evidentemente esta iba a afectar a los funcionarios. 
SEÑORA DALMÁS..- Se trata de un rubro donde no había competencia ni la habrá. 


SEÑOR GALLINAL.- Si en aquel momento ANTEL hubiera estado compitiendo en la telefonía fija, no 
habría sido bueno hacer público que iba a incorporar una tecnología, porque de eso vive la 
competencia. En los hechos, ellos incorporan una tecnología nueva y salen con un plan promocional, 
pero si la contraparte -que además es privada y, en consecuencia, no necesita de una licitación para 
incorporar dicha tecnología- la incorpora antes, todo se pierde. 


Me parece que la redacción que propongo es la adecuada pero después, sobre la marcha, se 
verá. Vamos a entendernos: de acuerdo con la redacción que propone la señora Senadora Dalmás, ya 
estamos diciendo al organismo que tiene que informar sobre los plantes estratégicos y los cambios 
tecnológicos, salvo que, etcétera. Porque ahí los funcionarios se perjudican doblemente: en primer 
lugar, porque una nueva tecnología puede significar el desplazamiento de determinadas personas y, en 
segundo término, porque si a su vez esa nueva tecnología es incorporada antes por la contraparte, se 
perjudicarán aún más, ya que los ingresos se van a reducir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo inconveniente con respecto a ninguna de las dos redacciones 
propuestas y comprendo perfectamente el objetivo que se pretende con el agregado del señor Senador 
Gallinal. No lo relativizo pero digo que, en el fondo, también soy consciente de que ese secreto, que 
impide que la competencia se entere, en caso de las empresas públicas uruguayas es prácticamente 
imposible porque, en general, esas decisiones no solamente pasan por un Directorio sino que, además, 
se necesita un trabajo previo y consultas técnicas en las propias instituciones. No obstante, es cierto 
que esto se debe tratar de manejar con el mayor secreto y discreción. 


Creo, repito, que las dos propuestas de redacción son buenas. 


SEÑORA DALMÁS.- Razonando en la dirección que plantea el señor Senador Gallinal, creo que a 
veces poner textos demasiado extensos genera más problemas que los que soluciona. 


Entonces, propongo que el literal b) diga: “Los cambios tecnológicos y reestructuras 
funcionales a realizar”, y punto, porque se trata de dos aspectos centrales. Creo que, de alguna 
manera, así se salvaría la observación planteada, que considero muy atinada. 


SEÑOR CID.- ¿Cómo quedaría el literal a)? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase por Secretaría los literales a) y b) del artículo 7%, que son los que 
vamos a modificar. 


(Se leen:) 


“a) La situación económica y social de los funcionarios de los organismos y unidades 
ejecutoras. 


b) Los cambios tecnológicos y reestructuras funcionales a realizar.” 


SEÑOR CID.- En el literal a) mencionamos la situación económica y social de los funcionarios, ¿pero 
eso es, realmente, lo que queremos saber, o es la situación económica de la empresa y las 
condiciones sociales de los funcionarios? Me parece que se trata de dos cosas distintas. Si lo dejamos 
redactado como está propuesto, aparentemente se abre un panorama de cuál es la situación 
económica y social solamente de los funcionarios, pero no del organismo en sí mismo. Si bien esto 
está contenido en el proyecto de ley que votamos en la sesión de antes de ayer, relativo al acceso a la 
información, donde se establece la obligatoriedad de las empresas del Estado de publicitar sus 
balances y sus resultados económicos en forma expresa, considero que con esta redacción que se ha 
encontrado no se cumple con el objetivo que creí percibir al principio, cuando se decía que se estaba 
haciendo referencia a la situación económica de la empresa, porque no vamos a negociar salarios, 
condiciones de trabajo y horarios de funcionarios. 


Entonces, si lo redactamos como se ha propuesto, nos estaríamos limitando a la situación 
económica y social de los funcionarios, por lo que ya no hablaríamos de la empresa. Me parece que 
habría que buscar otra redacción. 


SEÑOR GALLINAL.- Debería hacerse referencia a la situación económica de la empresa -de los 
organismos y unidades ejecutoras- y la situación social de sus funcionarios. En definitiva, el literal a) 
debería decir: “la situación económica de los organismos y unidades ejecutoras y la situación social de 
sus funcionarios”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. Entonces, con esta redacción para el literal a), con la redacción 
mencionada anteriormente para el literal b) y la que la señora Senadora había adelantado para el resto 
del artículo 7%, pasaríamos a votarlo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El artículo 8” ya había sido votado. 

Léase el artículo 9. 

(Se lee:) 

“Artículo 9%. (Ámbito de aplicación) 


Quedan comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley el Poder Ejecutivo, el Poder 
Legislativo, el Poder Judicial, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el Tribunal de Cuentas, la 


Corte Electoral, todos los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, y los Gobiernos 
Departamentales.” 


En consideración. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: quien habla ya había realizado el planteo correspondiente. En 
primer lugar, para aprobar este artículo en lo que tiene que ver con los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, se requiere una mayoría especial, que está establecida en la Constitución de la 
República. 


En segundo término, he realizado las consultas del caso, pero el Congreso de Intendentes no 
ha venido a la Comisión, e incluso creo que no va a venir porque tiene algunas diferencias internas con 
respecto al tema. Por ahora, sería partidario de no incluir a los Gobiernos Departamentales en esta 
disposición. Me parece que deberíamos lograr que nos dieran su opinión, pues esta iniciativa les va a 
cambiar algunas circunstancias. En ciertos ámbitos existen problemas bastante importantes, como por 
ejemplo en Montevideo. Por el momento, preferiría no otorgar mi voto para conformar las mayorías que 
se exigen para que los Gobiernos Departamentales sean incluidos en la norma. Creo que hay que 
darles tiempo, que estudien el punto y que nos acerquen una posición. De aprobarse, como ha ocurrido 
con algunas otras leyes, estos serán comprendidos en la normativa y, aisladamente, empezarán a 
promover recursos ante la Suprema Corte de Justicia para no quedar bajo el régimen de la ley. 
Entonces, unos sí lo estarán y otros no. Me parece que si se creó el Congreso de Intendentes y se lo 
incorporó a la Constitución de la República, precisamente fue con el propósito de que pudiera venir al 
Parlamento, entre otras cosas, a trasladar su opinión en temas que lo pueden afectar en forma 
importante, como éste. 


Entiendo, por tanto, que nos debemos tomar nuestro tiempo y, en todo caso, sus 
representantes podrían concurrir a la Comisión respetiva de la Cámara de Representantes. En 
principio, no soy partidario de incluir a los Gobiernos Departamentales. Además, de paso eliminamos 
un problema, porque no están contemplados en los artículos posteriores como ámbito propio. Se 
encuentran los distintos niveles, pero no están contemplados como Gobiernos Departamentales. 


Dar participación directa al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social es afectar la autonomía, 
por más que sea el moderador y el que busque el encuentro de voluntades. Hasta ahora, el Ministerio 
nunca ha intervenido en los conflictos laborales o en las negociaciones entre las asociaciones de 
funcionarios municipales -como ADEOM- y los Gobiernos Departamentales. Entonces, no creo que en 
este momento sea oportuno meter en un problema a los Gobiernos Departamentales y al Ministerio. 


SEÑORA DALMÁS..- Es probable que esto genere un problema para los Gobiernos Departamentales; 
ahora bien, el derecho a legislar sobre una norma que se refiere al Estado en general -no alude a nadie 
en particular- en concreto, a la obligatoriedad de hacer una negociación colectiva, es absolutamente 
coherente con la Constitución de la República. El problema es lo específico. Según el doctor Ermida 
Uriarte, no se establece la forma ni cómo se va a tener que integrar la mesa de negociación -creo que 
ello también se desprende de la iniciativa- justamente cuidando el hecho de que cada Gobierno 
Departamental tiene la potestad de organizar la negociación colectiva con sus trabajadores como crea 
conveniente. El único cometido del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social es asegurarse de que la 
negociación se establezca, es decir, que las partes se reúnan. En el articulado no se establece en 
forma concreta ninguna disposición que diga que debe estar un delegado del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social o que la mesa de negociación se tiene que conformar de determinada manera. 
Obviamente, si no hay acuerdo, difícilmente podamos votarlo. 


Creo que sería un paso importante, incluso para la negociación colectiva en sí. Sin duda, la 
situación será muy peculiar en cada departamento, según sus realidades, pero el hecho de que la 
negociación se establezca como una obligación ayuda muchísimo al normal desarrollo de las 
relaciones laborales en cualquier ámbito. Obviamente, ayuda en los ámbitos departamentales, donde 
cada uno estructurará la forma de negociación como mejor le convenga, de acuerdo con las realidades 
de cada lugar y a cómo las autoridades organizan su propio trabajo, el que será distinto en cada 
Intendencia. 


Sería bueno hacer un esfuerzo. Siempre nos cuesta asumir las cosas nuevas, a algunos más 
que a otros. Incluso hay Intendentes que no son de nuestro Partido que en forma individual se han 
manifestado a favor de esto, porque les facilitaría las cosas. Eso depende de las apreciaciones de cada 
uno. Sigo manteniendo la aspiración de que sea posible, a nivel general, que todo el sector público 
pueda tener esa mesa de negociación, más allá de que los resultados puedan ser buenos o malos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con toda franqueza, por lo menos me permito dudar de que se necesiten 
mayorías especiales porque se afecte la autonomía. 


SEÑOR GALLINAL.- La disposición constitucional exige mayorías. No hay que interpretar si se afecta 
o no la autonomía y en función de eso, si se requiere o no una mayoría especial. La Constitución dice 
que todo lo que tenga que ver con el estatuto de los trabajadores de los Entes Autónomos y de los 
Gobiernos Departamentales requiere una mayoría especial. Descuento que los Entes Autónomos están 
de acuerdo, porque allí está representado el Gobierno, pero no es el caso de las Intendencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no estamos afectando el estatuto del funcionario porque los temas a 
que refiere este proyecto de ley, no son propios del estatuto, sino que están referidos a la negociación 
colectiva. Es más; nosotros tenemos disposiciones que están vigentes y que son, ni más ni menos, los 
convenios internacionales con la OIT, y que nuestro país ha ratificado. Entonces, si así fuera, para 
ratificar esos convenios habríamos necesitado mayorías especiales. 


De todas maneras, como el tema en cuestión es opinable, propondría aprobar el artículo - 
obviamente, quien quiera hacerlo- y que en el debate del Plenario se puedan aclarar estas diferencias. 
En definitiva, propongo que no quitemos este artículo y que, por lo menos los representantes de la 
mayoría, lo votemos en forma afirmativa para dejarlo vigente, independientemente de que no tenga los 
dos tercios en la Comisión ni en el Plenario, pero quedan instancias por recorrer. Entonces, a los 
efectos de no eliminarlo, propongo que lo votemos tal como está. 


SEÑOR CID.- Voy a buscar una fórmula intermedia. Quiero aclarar que no visualizo a las autonomías 
municipales con demasiado agrado, porque han generado distorsiones muy importantes en la vida 
nacional. De todos modos, es indudable que aquí hay una colisión de argumentos que no es posible 
omitir, y tanto es así que no tenemos al Congreso de Intendentes porque no lograron un acuerdo. 
Entonces, es una discusión que está planteada y que está vigente. 


Me parece importante que este proyecto sea aprobado con los acuerdos suficientes como 
para lograr una línea de trabajo para la inmensa mayoría de los trabajadores del país, incluso para los 
Gobiernos Departamentales que resuelvan adoptarlo como esquema de trabajo. 


Tal vez mi propuesta no sea acompañada por algunos Senadores, pero mi idea es agregar al 
final del artículo: “y los Gobiernos Departamentales que así lo resuelvan”. De esta manera abrimos la 
posibilidad de que haya un marco normativo para todo el país y que los Gobiernos Departamentales 
que estén de acuerdo lo puedan adoptar, en el entendido de que esta ley marco es un paso para una 
mayor calidad en las relaciones laborales. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, el artículo 64 de la Constitución no deja lugar a dudas ya que 
dice: “La ley, por dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara, podrá establecer 
normas especiales que por su generalidad o naturaleza sean aplicables a los funcionarios de todos los 
Gobiernos Departamentales y de todos los Entes Autónomos, o de algunos de ellos, según los casos”. 


De todas maneras, me parece bien que se busquen soluciones intermedias de modo de no 
afectar ese principio y facilitar su aplicación. Por tanto -más o menos en la misma línea que lo que 
propone el señor Senador Cid, pero en forma un poco más contundente- eliminaría la referencia a los 
Gobiernos Departamentales en los artículos 13 y 15 y agregaría un último artículo en el que 
establecería lo que dijo el señor Senador Cid: “Los Gobiernos Departamentales podrán incorporar 
normas de negociación colectiva de las características de las que se establecen en el proyecto de ley”. 
Creo que de esa manera salvamos el problema; luego, ellos incorporarán la negociación colectiva -me 
parece bien que así lo hagan- y buscarán la metodología más adecuada sin la presencia del Ministerio 


de Trabajo y Seguridad Social, salvo que ellos lo requieran, porque creo que eso es lo que complica, ya 
que hasta ahora nunca había estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a esta última propuesta, si bien puede ser compartible el criterio 
que se busca, me da la impresión de que es absolutamente innecesaria porque aunque no lo 
establezcamos en el proyecto de ley, es claro que si los Gobiernos Municipales quieren adoptar este u 
otro mecanismo de negociación colectivo, en el marco de las autonomías lo pueden hacer. 


Al pedir que se vote este artículo tal como está, lo que pretendía era contar con el tiempo 
suficiente para ver si se pueden lograr las condiciones necesarias en el Plenario para alcanzar los dos 
tercios de votos que se necesitan. Por supuesto, el procedimiento puede ser el inverso. Si los señores 
Senadores así lo indican, podemos sacar el artículo completo o realizar cualquier modificación y ver si 
podemos incluirlo antes de que este proyecto de ley se trate en el Plenario. Creo que cualquiera de los 
dos procedimientos es válido. Naturalmente, el sector mayoritario al que pertenezco planteó que se 
mantuviera el artículo así, más allá de que los argumentos para votarlo en contra y no darle los dos 
tercios de votos se pueden plantear en Sala, siempre y cuando hayamos hecho a los Gobiernos 
Departamentales las consultas que hasta el momento no pudimos realizar y que tienen que ver con la 
voluntad para que esto sea posible. En definitiva, me adapto a cualquier circunstancia. 


SEÑOR CID..- Si ese es el espíritu de la Presidencia, acompaño la votación del artículo en el entendido 
de que vamos a hacer consultas y a tomar contacto, quizás, con el Congreso de Intendentes o con 
aquellos Intendentes que nos quieran transmitir su postura. En ese caso, se podrá abrir la discusión en 
el Plenario para buscar los caminos de mayor consenso. 


SEÑORA DALMÁS..- Quiero dejar la siguiente constancia. Si la realidad nos indica que en el Plenario 
efectivamente se necesitan dos tercios y que con la redacción original esto no se podrá aprobar por 
mayoría simple, creo que, más allá de que sabemos que hoy existe ese instrumento en los Gobiernos 
Departamentales, lo que proponían el señor Senador Cid y, en forma más extensa, el señor Senador 
Gallinal, constituye una forma de instar o exhortar a que ello se produzca. De todas maneras, 
entendemos que si no lo obligan no tiene sentido, porque actualmente ese instrumento está disponible 
en cualquier Intendencia. Ahora bien, repito que al mencionarlo se está exhortando a que ello ocurra. 
Esa es la idea. Por eso quería dejar constancia de que, si no podemos hacer otra cosa, con solo 
mencionarlo sería suficiente. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que hay dos posibilidades: votar divididos con la redacción actual o buscar 
una redacción que nos permita llevar un consenso al Senado. Incluso, considero que se podría eliminar 
la referencia a los Gobiernos Departamentales y agregar un último artículo que dijera que los 
Gobiernos Departamentales incorporarán la negociación colectiva a sus ámbitos de relacionamiento en 
la forma y en las condiciones que estimen conveniente bajo la filosofía que surge de este proyecto de 
ley. Por supuesto, habría que estudiar la redacción, pero de esa manera no les diríamos simplemente 
“pueder”, sino “deben” determinar la forma en que lo van a hacer para evitar que se viole la autonomía 
o se complique por la presencia, tanto de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto como del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Lo que puedo hacer el lunes, señor Presidente, es hacer 
llegar a cada uno de los miembros de la Comisión la redacción más clara de este último artículo, si 
están de acuerdo con el espíritu. 


SEÑORA DALMÁS..- Creo que se debería eliminar la referencia que se hace en los artículos 10 y 15. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si es así, acompaño la propuesta. 


SEÑOR CID.- De todas maneras, creo que debemos tener la posibilidad de hacer las consultas que 
nos permitan incorporarlo definitivamente en este artículo 9* y en el 15, si ellas son proclives a eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia de que tenemos voluntad política para que esto sea 
así, para que alcance también a los Gobiernos Departamentales, pero no tenemos la certeza de contar 
con los dos tercios de votos necesarios. En definitiva, si los caminos a recorrer nos llevan a obtener los 


dos tercios de votos, el proyecto de ley podría ser aprobado tal cual está. Con el espíritu de lograr un 
consenso en la Comisión, estoy de acuerdo. 


SEÑOR CID.- Quería hacer una aclaración absolutamente menor, que simplemente tiene que ver con 
la redacción. ¿Por qué se señala “todos los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados”? Me 
parece que si se dijera “los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados” ya estarían incluidos todos. 
Se trata de un problema formal. 


SEÑOR GALLINAL.- Hay que tener en cuenta que existen distintos grados de autonomía. La 
enseñanza tiene el grado de autonomía máximo; asimismo, tradicionalmente se hace una división entre 
los entes industriales y comerciales, y los que no lo son. Sin embargo, creo que el señor Senador Cid 
tiene razón en cuanto a que si se elimina el término “todos”, queda claro que se comprende a la 
totalidad, pero si lo mantenemos puede generar alguna duda. A veces la redundancia es mala 
consejera, por lo que estoy de acuerdo en eliminar ese vocablo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9* con la eliminación 
de la palabra “todos” y de la última parte que dice “y los Gobiernos Departamentales”. Por lo tanto, el 
artículo terminaría en la expresión “los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados”. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR LARA GILENE.- Antes de continuar con la discusión de este proyecto de ley, quiero informar a 
la Comisión que debo retirarme por razones personales, pero quería saber si la Comisión va a 
considerar el proyecto de ley relativo al régimen de aportación a la industria de la construcción, que 
viene con iniciativa del Poder Ejecutivo porque si se aprueba, me gustaría informarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No creo que la Comisión pueda ingresar en la tarde de hoy a la consideración 
de ese punto. Igualmente, vamos a tener en cuenta la solicitud del señor Senador Lara Gilene. 


En consideración el artículo 10. 


Con respecto a esta disposición, la señora Senadora Dalmás había presentado una 
redacción alternativa. 


SEÑORA DALMÁS.- Es verdad, señor Presidente. Mi propuesta es que al último inciso del artículo, 
que dice: “En tal carácter, coordinará, facilitará y promoverá las relaciones laborales y la negociación 
colectiva en el sector público, y cumplirá funciones de conciliación y de mediación”, se le agregue *y 
dispondrá de las medidas adecuadas para asegurar el cumplimiento de la misma, así como los 
convenios colectivos que surjan de su aplicación”. 


SEÑOR CID.- Estoy de acuerdo con el agregado. Ahora bien, me parece que hay un problema en la 
redacción del inciso. Creo que en lugar de “y cumplirá funciones” debería decir “cumpliendo funciones”. 
En este caso, está aplicando lo establecido al comienzo del literal, que es “coordinará, facilitará y 
promoverá las relaciones laborales y la negociación colectiva en el sector público”. Me parece que lo 
correcto es que continúe diciendo: “cumpliendo funciones de conciliación y de mediación”. 


SEÑORA DALMÁS.- Creo que quizás quedaría mejor si dijera: “En tal carácter, coordinará, facilitará y 
promoverá las relaciones laborales y la negociación colectiva en el sector público, cumpliendo 
funciones de conciliación y de mediación. Asimismo, dispondrá de las medidas adecuadas para 
asegurar el cumplimiento de la misma, así como los convenios colectivos que surjan de su 
aplicación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo algunas dudas con respecto a la modificación planteada por el señor 
Senador Cid, porque si decimos que el Ministerio coordinará, facilitará y promoverá, “cumpliendo” 
funciones, estamos poniendo un condicionamiento a la forma como se desarrollarán las tres tareas que 
le estamos asignando y creo que ese no es el espíritu. Lo que se quiere establecer es que tendrá la 
responsabilidad de coordinar, tendrá la responsabilidad de facilitar, tendrá la responsabilidad de 
promover y también tendrá la responsabilidad de ser el elemento conciliador en ese diálogo. Con la 
redacción propuesta, estaría diciendo que conciliará para coordinar, conciliará para facilitar y conciliará 
para promover. Por lo tanto, estimo que el inciso quedaría más claro si dijera: “En tal carácter, 
coordinará, facilitará y promoverá las relaciones laborales y la negociación colectiva en el sector 
público, y cumplirá funciones de conciliación y de mediación. Asimismo, dispondrá de las medidas 
adecuadas para asegurar el cumplimiento de la misma, así como los convenios colectivos que surjan 
de su aplicación”. 


SEÑORA DALMÁS.- Otra posibilidad sería poner un punto donde dice “en el sector público” y 
establecer luego: “Cumplirá funciones de conciliación y de mediación y dispondrá de las medidas 
adecuadas para asegurar el cumplimiento de la misma, así como los convenios colectivos que surjan 
de su aplicación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 10 con la redacción 
propuesta por la señora Senadora Dalmás. 


(Se vota:) 

5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 11. 

En este caso no existen propuestas alternativas a la del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GALLINAL.- En el literal b) de esta norma se hace referencia a las mesas de negociación 
establecidas en función de las particularidades o autonomías. De manera que en su momento, cuando 
se vayan a formar los niveles de negociación, no va a ser lo mismo para un servicio descentralizado 
que para un consejo de enseñanza. 


Por otra parte, quiero advertir que también debo retirarme, por lo que propondría votar en 
bloque el resto de los artículos, teniendo en cuenta que no se proponen cambios, excepto el que 
personalmente propuse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración, entonces, los artículos 11 a 16. 


La única modificación propuesta es la eliminación de la referencia a los Gobiernos 
Departamentales en el artículo 15. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 11 a 16, con la modificación 
indicada en el artículo 15. 


(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Queda pendiente la redacción del último artículo. 


SEÑOR GALLINAL.- Me comprometo a hacer llegar el texto a los señores Senadores el día lunes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no hay necesidad de convocar a la Comisión. 

SEÑOR GALLINAL.- Se incorporaría como artículo 17. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde designar el miembro informante. 

SEÑOR GALLINAL.- Propongo a la señora Senadora Dalmás. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada por el señor Senador Gallinal. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


